
 

 

DIRECCIÓN DE LITIGIO ESTRATÉGICO CASACIÓN Y REVISIÓN  
 

Banco de Resoluciones en temas de Litigio Estratégico - 2023  
 

JURISPRUDENCIA SENTENCIA No. 427-18-EP/23 
 

TRIBUNAL Corte Constitucional, 15 de febrero de 2023 

MATERIA Constitucional - Acción Extraordinaria de Protección  

INTERVINO LA DEFENSORIA 
PUBLICA   

No aplica 

DATOS DEL DEFENSOR/A PUBLICO No aplica 

DERECHOS INVOLUCRADOS Derecho al debido proceso en la garantía de cumplimiento de normas y derechos 
de las partes. (no consta vulneración)  

BREVE RELACION DE LOS HECHOS El 26 de agosto de 2015, José Antonio Luna Gilbert presentó una acción de 
impugnación en contra del Servicio Nacional de Aduana del Ecuador (SENAE) y la 
Procuraduría General del Estado. En su demanda, solicitó que se declare la nulidad 
de la resolución N° SENAE-DDG-2015-1547-PV de 17 de julio del 2015 y la 
providencia No. SENAE-DDG-2015-1607-PV, de 24 de julio del 2015, con las que 
se le impuso una multa de USD 1.770.00, al haber incurrido en uso indebido de 
mercancía importada al amparo de exenciones tributarias contemplada para el 
menaje de casa.  
 
El 5 de diciembre de 2017, el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario con 
sede en el cantón Guayaquil aceptó la demanda motivando puesto que la 
administración tributaria ejerció su facultad resolutiva fuera de los diez días que 
tenía para emitir la resolución, por lo que el acto impugnado no ocasionó efectos 
al haberse emitido extemporáneamente. El SENAE interpuso recurso de casación. 
 
El 29 de enero de 2018, la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la 
Corte Nacional de Justicia inadmitió el recurso de casación porque su 
fundamentación no permitía un pronunciamiento de fondo para ser analizado. 
 
El 8 de febrero de 2018, el director distrital de Guayaquil del SENAE, presentó una 
acción extraordinaria de protección en contra del auto de 29 de enero de 2018. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO Art. 75, Art. 76.1, Art. 76.7 lit. l y art. 82  de la Constitución de la República del 

Ecuador - Alegados por la entidad accionante. 

CONTEXTO SOCIAL Y ECONÓMICO 
DEL CASO 

No aplica 

INSTANCIA PROCESAL EN LA QUE 
SE EMITE LA SENTENCIA  

Corte Constitucional. 

INSTRUMENTO Y/O CRITERIO 
INTERNACIONAL INVOCADO 

No aplica 

ARGUMENTOS Y 
FUNDAMENTACIÓN DE LA CORTE 
NACIONAL 

18. La Corte caracterizó a la garantía de cumplimiento de normas y derechos de 
las partes como una garantía impropia, y estableció que las garantías impropias 
no configuran por sí solas supuestos de violación del derecho al debido proceso 
(entendido como principio), sino que contienen una remisión a reglas de trámite 
previstas en la legislación procesal. Las garantías impropias tienen una 
característica en común: su vulneración presenta dos requisitos: (i) la violación de 
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alguna regla de trámite y (ii) el consecuente socavamiento del principio del debido 
proceso. 
19. En esa línea, este Organismo ha determinado que el análisis del recurso de 
casación se encuentra compuesto de las fases de admisión y sustanciación. En lo 
pertinente a este caso, la fase de admisión consiste en que una conjueza o un 
conjuez de la Corte Nacional de Justicia verificará el cumplimiento de los 
requisitos prescritos en la ley que regula el recurso de casación. 
 
21. Este Organismo, para determinar si la Sala vulneró o no la garantía de 
cumplimiento de normas y derechos de las partes por extralimitación, constatará: 
(i) si el auto impugnado violentó alguna regla de trámite para inadmitir el recurso 
de casación y, consecuentemente, (ii) si la transgresión de dicha regla de trámite 
afectó o no el derecho al debido proceso en cuanto principio. 
 
22. Respecto al supuesto (i), esta Corte observa que la entidad accionante alegó, 
en su recurso de casación, las causales primera y quinta del artículo 3 de la Ley de 
Casación. Sobre la causal primera, argumentó la errónea interpretación de los 
artículos 85 del Código Tributario y 241 del Reglamento al Código Orgánico de la 
Producción, Comercio e Inversiones (COPCI), referentes a la notificación de un 
proceso sancionatorio y de un acto administrativo. Frente a este cargo, la Sala 
determinó que la entidad accionante no evidenció al “carácter determinante” del 
vicio de errónea interpretación, como requisito para su admisibilidad. Así, razonó: 

 
“[N]o evidencia al (sic) carácter determinante de la presunta infracción en 
la parte dispositiva de la sentencia [...]. Al no haberse puesto de 
manifiesto este aspecto, el cargo no reúne todos los requisitos exigibles 
para su admisibilidad”. 

 
23. Sobre la causal quinta, la entidad accionante alegó dos cargos, (a) que la 
sentencia de 5 de diciembre de 2017 está viciada de contradicción e 
incompatibilidad, y (b) que existe una motivación incompleta y equivocada, por lo 
que, invocó el artículo 76.7.l de la Constitución y el artículo 273 del Código 
Tributario. Ante estos argumentos, la Sala consideró: 
 

23.1. Respecto al cargo (a), que “el recurrente no justifica que exista 
contradicción o incompatibilidad en la sentencia, ni determina la parte de 
ella en que se produce el error; y la sola afirmación de la administración 
tributaria no constituye fundamentación del cargo: el vicio debe ser 
evidenciado”. 
23.2. Respecto al cargo (b), que la fundamentación de la causal quinta 
exige precisión y especificidad y, por tanto, no caben “generalizaciones 
como las planteadas por la autoridad recurrente”. 

 
24. En consecuencia, la Sala inadmitió el recurso de casación, porque la entidad 
accionante habría demostrado “inconformidad” y la fundamentación del recurso 
“no permite un pronunciamiento de fondo” por parte de la Sala de casación. Por 
tanto, la Sala inadmitió el recurso a la luz artículo 3 de la Ley de Casación, porque 
no se ajustó a las exigencias formales de las causales casacionales. 
 
25. Por lo expuesto, esta Corte verifica que la Sala no realizó un análisis de fondo 
del recurso de casación, ni analizó otros aspectos ajenos a la fase de admisión; 
únicamente verificó el cumplimiento de los requisitos formales y calificó la 



 

 

admisibilidad conforme el artículo 8 de la Ley de Casación. Por lo tanto, no se 
violentó ninguna regla de trámite para inadmitir el recurso de casación. 
 
26. Debido a que no se vulneró ninguna regla de trámite, tampoco hubo (ii) una 
afectación al debido proceso que acarree la violación de un precepto 
constitucional. 
 
27. En consecuencia, en el auto impugnado no se vulneró el derecho al debido 
proceso en la garantía de cumplimiento de normas y derechos de las partes. Por 
lo tanto, tampoco se impidió acceder al recurso de casación arbitrariamente. 
 
28. Finalmente, esta Corte ha señalado, en múltiples ocasiones, que no se puede 
presentar una acción que es “extraordinaria” por la mera inconformidad, sino que 
se deben cumplir de manera estricta los requisitos establecidos en el artículo 61 
y los parámetros de admisibilidad del artículo 62 de la LOGJCC. Por lo tanto, el 
SENAE debe revisar su política institucional para la presentación de este tipo de 
acciones. 
 
29. Además, la Corte advierte al SENAE que, en futuras demandas de acciones 
extraordinarias de protección con características similares al presente caso, que 
sean conocidas en fase de admisión ante este Organismo, se comunicará al 
Consejo de la Judicatura para que los abogados patrocinadores sean sancionados 
de conformidad con el artículo 64 de la LOGJCC y el Código Orgánico de la Función 
Judicial. 
 
30. En este sentido, se exhorta a la Contraloría General del Estado y a la 
Procuraduría General del Estado a tomar en cuenta lo establecido en los párrafos 
28 y 29 supra de esta sentencia, con la finalidad de que ajusten sus políticas 
institucionales de control y defensa jurídica del Estado, considerando el carácter 
excepcional de la acción extraordinaria de protección. 
 

MEDIDAS DE REPARACIÓN 
INTEGRAL ADOPTADAS 

No aplica 

FALLO 1. Desestimar la acción extraordinaria de protección No. 427-18-EP. 
 
2. Difundir, en un plazo de 30 días contados desde la notificación de la presente 
sentencia, a todos los servidores y servidoras públicos de la Contraloría General 
del Estado, Procuraduría General del Estado, y del Servicio Nacional de Aduana 
del Ecuador a nivel nacional el contenido de esta sentencia por medios 
electrónicos, en particular los párrafos 28, 29 y 30 supra. 
 
3. Disponer que los obligados informen documentadamente, al fenecer el plazo, a 
esta Corte sobre la difusión del contenido de la sentencia. 

VOTACIÓN POR LA QUE FUE 
ADOPTADA 

Aprobada por el Pleno de la Corte Constitucional con nueve votos a favor de los 
Jueces Constitucionales: Karla Andrade Quevedo, Alejandra Cárdenas Reyes, 
Carmen Corral Ponce, Jhoel Escudero Soliz, Alí Lozada Prado, Teresa Nuques 
Martínez, Richard Ortiz Ortiz y Daniela Salazar Marín, 

VOTOS CONCURRENTES O 
DISIDENTES: 

Un voto concurrente del Juez Constitucional Enrique Herrería Bonnet. 

OTROS DATOS DE INTERÉS: LINK 
DE LA CORTE CONSITUTIONAL 

http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBld
GE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOidjMmI3MDUwNS1kMDVhLTRlMDMtYTgxNy0wZ
DE0NGZjMWM5YjUucGRmJ30= 

http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBldGE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOidjMmI3MDUwNS1kMDVhLTRlMDMtYTgxNy0wZDE0NGZjMWM5YjUucGRmJ30
http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBldGE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOidjMmI3MDUwNS1kMDVhLTRlMDMtYTgxNy0wZDE0NGZjMWM5YjUucGRmJ30
http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBldGE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOidjMmI3MDUwNS1kMDVhLTRlMDMtYTgxNy0wZDE0NGZjMWM5YjUucGRmJ30


 

 

 
Consideraciones del voto concurrente del Juez Constitucional Enrique Herrería 
Bonnet 
 
5. Al respecto, el artículo 64 de la LOGJCC establece: “Art. 64.- Sanciones.- Cuando 
la acción extraordinaria de protección fuere interpuesta sin fundamento alguno, 
la Corte Constitucional establecerá los correctivos y comunicará al Consejo de la 
Judicatura para que sancione a la o el abogado patrocinador, de conformidad con 
el Código Orgánico de la Función Judicial. La reincidencia será sancionada con 
suspensión del ejercicio profesional, de conformidad con lo dispuesto en el Código 
Orgánico de la Función Judicial”. (Énfasis añadido)  
 
6. En primer lugar, hago notar que en el citado artículo no se especifica si la 
sanción se refiere a los abogados patrocinadores de privados o de entidades o 
instituciones públicas. 
 
7. En tal sentido, en virtud de la falta de claridad del citado artículo, no se puede 
colegir que se pueda imponer una sanción a los abogados patrocinadores del 
Estado, puesto que sus funciones se centran en defender los intereses de las 
entidades estatales de las cuales ejercen su representación, por lo que sería 
gravoso calificar a la actuación de un funcionario público como un “abuso de 
derecho” al cumplir con las competencias que la Constitución y la norma les ha 
otorgado. 
 
8. Incluso, el artículo 328 del Código Orgánico de la Función Judicial (“COFJ”) 
establece que no podrán patrocinar por razones de función: 
 
[Art. 328.- INCOMPATIBILIDAD PARA PATROCINAR.- ] No podrán patrocinar por 
razones de función: 1. La Presidenta o el Presidente de la República o quien haga 
sus veces, la Vicepresidenta o el Vicepresidente de la República o quien haga sus 
veces, los Ministros de Estado, el Secretario General de la Administración, el 
Procurador General del Estado, el Contralor General del Estado, el Fiscal General, 
el Defensor del Pueblo, los Superintendentes, los funcionarios y empleados de los 
Ministerios del Estado, de los Organismos de Control y más dependencias y 
entidades del sector público; a excepción de la intervención en las controversias 
judiciales en razón del cargo o defendiendo intereses de la institución a la cual 
pertenecen. (Énfasis añadido) 
 
9. Por lo que queda claro que los servidores públicos, por regla general, no 
patrocinan en razón de las funciones que tienen a cargo, y la excepción es en 
aquellos casos en las que deben intervenir en razón de sus cargos y cuando 
defienden los intereses de la institución a la cual pertenecen. Esto pone en 
evidencia que los funcionarios públicos, ejercen sus atribuciones en miras de 
defender los intereses Estatales y de las entidades particulares a las cuales 
pertenecen. 
 
10. Finalmente, el artículo 64 de la LOGJCC tiene concordancia con el artículo 336 
del COFJ, mismo que establece que: 
Sin perjuicio de las facultades correctivas otorgadas a los jueces por este Código, 
las sanciones que pueden imponerse a las abogadas y los abogados a que se 
refieren los artículos anteriores, serán impuestas por las direcciones regionales o 
provinciales respectivas del Consejo de la Judicatura. 



 

 

Las sanciones consistirán en la imposición de multas de hasta tres remuneraciones 
básicas unificadas. 
 
11. De la norma previamente citada se desprende que la sanción impuesta a los 
abogados patrocinadores es de carácter pecuniario, lo cual pone en evidencia que 
una sanción de esta índole esta direccionada a aquel abogado o abogada que 
concierta “libremente sus honorarios profesionales”, más no a un servidor estatal 
que, en razón de sus funciones y direcciones de sus superiores, ejerce el 
patrocinio de una entidad del Estado. 
 
12. En virtud de los argumentos esgrimidos, no estoy de acuerdo con que se 
advierta a las entidades del Estado de una potencial sanción a sus abogados 
patrocinadores, cuando presentan demandas en razón de sus funciones y de los 
intereses estatales, y peor aún que este Organismo comunique al Consejo de la 
Judicatura para que sean sancionados. 
 

 
 
 

Elaborado por:  
Abg. Jean David Jaramillo 
 
 
 
Revisado por 
Dra. María  Helena Villarreal. 
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